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Resumen: los procesos colectivos en Argentina cuentan con determinadas 
reglas que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha delineado tanto en sus 
acordadas como en sus sentencias, debido a la mora legislativa en reglamentar estos 
procesos por parte del Congreso Nacional. El proceso ambiental aparece como un 
caso particular, disociado de la acción de clase adaptada al derecho argentino, en 
el que el máximo tribunal reconoce en el juez ciertas herramientas exorbitantes en 
virtud del bien jurídico protegido. Este aspecto parece abrir camino a un proceso 
sui generis, con sus propias reglas pretorianas que la Corte reitera a los jueces de 
grado en sus casos emblemáticos.
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The collective environmental process: a sui generis characterization

Abstract: the collective processes in Argentina have established rules that the 
Supreme Court of Justice of Argentina has outlined both in its agreements and in its 
judgments, due to the legislative delay in regulating these processes by the National 
Congress. The environmental process appears as a particular case, disassociated 
from the class action adapted to Argentine law, in which the highest court recognizes 
in the judge certain exorbitant tools under the protected legal right. This aspect seems 
to open the way to a sui generis process, with its own Praetorian rules that the Court 
reiterates to the judges of degree in their leading cases.

Keywords: collective processes - class actions - environment

I. Los procesos colectivos en general

Los procesos colectivos —también denominados acciones colectivas, acciones 
de clase, etc.— tienen una breve pero intensa tradición en el derecho argentino. En 
efecto y si bien la Constitución reformada en el año 1994 trajo aparejada la recep-
ción explícita de ciertas mutaciones ocurridas con carácter previo a su modifica-
ción, lo cierto es que el campo de los derechos colectivos (con especial énfasis en 
materia ambiental) el gran debate jurisprudencial —en todas las instancias juris-
diccionales— ocurría en cuanto a la legitimación de uno o varios sujetos arrogán-
dose la representación de otros o bien respecto a la defensa de bienes colectivos.

En particular, en el campo del derecho ambiental, los precedentes (1) fueron ha-
ciendo lugar a pretensiones invocadas en defensa del ambiente, en un tiempo en el 
cual afloraba la materia en virtud de las Conferencias Internacionales (Estocolmo 
1972 y las subsiguientes celebradas en Río de Janeiro 1992, 2002, 2012 respectiva-
mente). Es importante señalar que el precitado “Kattan”, uno de los más novedosos 
precedentes de aquel momento (en el cual el ambiente aún no tenía la preponderan-
cia actual, pero comenzaba a ganar territorio) hace explícita referencia a Estocolmo:

En la Argentina tenemos una ley (22.421), que protege la fauna silves-
tre; esta normativa sigue el espíritu de la Conferencia de Estocolmo 
(P. N. U. M. A. 1972), pero aquí, como en otros lugares del mundo, las 
leyes, por un motivo u otro, no se han puesto en práctica; las Conven-
ciones no se ratifican; los organismos no cuentan con fondos suficien-
tes para llevar a cabo sus altruistas fines. Puede decirse que en muchas 
partes del mundo no se es consciente de la gravedad del problema, 

 (1) CNFed. Cont. Adm., sala III, 08/09/1994, in re, “Schroder, Juan c. Estado Nacional - Secretaría 
de Recursos Naturales”; Juzg. Nac. en lo Cont. Adm. Federal, “Kattan”, 10/05/1983, La Ley, 1983-D, 
576, entre muchos otros.
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sea por desconocimiento, negligencia o irresponsabilidad (ver Decla-
ración de Organizaciones no Gubernamentales en Sesión de Carácter 
Especial del Consejo de Administración del P. N. U. M. A. Programa de 
las Naciones Unidas para el Medio Ambiente-Nairobi, mayo de 1982) 
(Fallo citado, Considerando IV).

En otro orden de cosas, en el año 1993 se dictaba la Ley de defensa del consu-
midor Nº 24.240. Este estatuto se asomaba tímidamente en el ámbito del derecho 
privado y su carácter de orden público (conforme artículo 65) no tuvo lugar hasta 
entrada de la década del 2000. En el año 2008 la ley Nº 26.361 incorporó las accio-
nes de incidencia colectiva (artículo 27 de la ley; actual artículo 54 de la ley 24.240), 
señalando el carácter erga omnes de la sentencia y permitiendo el opt out para 
aquellos usuarios o consumidores que con carácter previo al dictado de la senten-
cia manifiesten su voluntad en contrario (artículo 54, segundo párrafo ley 24.240).

Los dos pilares entonces del derecho colectivo serían, por un lado, el ambiente 
(bien colectivo indivisible) y el derecho de los consumidores y usuarios (afectación 
a grupo o clase, bien colectivo divisible). En torno a ellos la Corte señalaría más 
tarde la existencia de dos procesos: un proceso referido a bienes colectivos (v.gr. 
ambiente) y un proceso con cierta similitud a la acción de clase norteamericana 
denominado proceso colectivo “referido a intereses individuales homogéneos”.

Es menester señalar que los derechos de incidencia colectiva suponen un catá-
logo abierto. Es decir, si bien los dos pilares arriba señalados suelen ocupan gran 
parte del repertorio jurisprudencial, lo cierto es que siempre pueden surgir nue-
vas manifestaciones de derechos colectivos, como lo fue la discriminación racial 
o étnica en la class action norteamericana del siglo pasado. En nuestro país —por 
dar un ejemplo— el derecho previsional es fuente de procesos colectivos.

En este tipo de acciones, si se configura el colectivo o clase, hay derecho. Es de-
cir, de la aceptación de la acción depende la cristalización del derecho. Su rechazo 
—por ende— significará la desaparición de este. En este punto tiene mucho que 
ver la claridad con la cual se presente ante el magistrado la clase o grupo afectado 
(certificación de la clase) o bien se caracterice el bien colectivo. En tal sentido, 
basta señalar lo sucedido con las sendas acciones de clase presentadas —a criterio 
de quien escribe, negligentemente— en virtud de los aumentos tarifarios en ma-
teria de energía (2), o bien —con carácter más reciente— respecto de cuestiones 
previsionales (3).

 (2) In re “Abarca, Walter José y otros c/ Estado Nacional - Ministerio Energía y Minería y otro s/ 
Amparo ley 16.986” FLP 1319/2016, entre muchos otros.

 (3) Juzgado Fed. Seg. Social Nº 9 - 03/03/2020, “Lezaun, Silvia Inés y Otro c. ANSES s/ amparos y 
sumarísimos”.
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En el próximo apartado hablaré respecto a ciertas características que la Corte 
ha impreso al Proceso Ambiental, al cual definiré siempre como “colectivo” en vir-
tud del bien afectado y siempre que hablemos de daño directo.

II. Acciones de clase y proceso ambiental

Las acciones de clase tienen larga tradición en el derecho norteamericano y 
han sido objeto de alabanzas por sus características: propenden a la economía 
procesal, colaboran con la concentración y el acceso a la justicia y —además— sir-
ven para democratizar la jurisdicción con asuntos que de otro modo no hubiesen 
tenido lugar en los tribunales, disminuyendo los costos notablemente. También 
han sido criticadas debido al argumento contramayoritario en la revisión judicial 
de decisiones parlamentarias (planteado en su momento por Bickel) que se ve 
derribado —entre otros— en el precedente Carolene Products (4) y también por el 
lobby o presión del sector empresario. Desde su instauración en 1938, la Regla 23 
sufrió una enmienda relevante en 1966 y otras de carácter menor en 1987, 1998, 
2005 y 2009.

El máximo tribunal argentino dijo haber acogido dichas reglas en su preceden-
te “Halabi” (5) y en virtud de una categoría existente en el artículo 43 de la Consti-
tución Nacional, parafraseo mediante de los fallos “Siri” (6) y “Kot” (7) y echando 
mano a la operatividad de las garantías constitucionales. No obstante, si se exami-
na cuidadosamente aquel precedente (y los subsiguientes en la materia) se notará 
que tal sentencia no es un mero trasplante o aplicación autómata de la mencio-
nada Regla 23, toda vez que aquella prevé distintos mecanismos para su presen-
tación, dependiendo de la materia y las circunstancias del caso y en el supuesto 
argentino solo se prevé el supuesto de encontrarse ante los llamados “intereses in-
dividuales homogéneos” señalados por el citado artículo 43 de la ley fundamental. 
En este sentido, “Halabi” solo adopta los requisitos fundamentales o generales de 
la Regla 23: numerosidad, cuestión fáctica común, tipicalidad y adecuada repre-
sentación (Considerando 17), aunque sin distinguir entre materias como lo hace 
la regla norteamericana.

Por otra parte, no se trataría del mismo caso según se trate de esta categoría 
respecto de otras como ser la ambiental (bien colectivo por excelencia), excepto 
que se trate del daño ambiental denominado “indirecto” que afecta a una clase o 

 (4) U.S., S.C., “United States v. Carolene Products Co.” 304 US 144 (1938).
 (5) CSJN, “Halabi, Ernesto c. PEN - Ley 25.873 - dec. 1563/2004 s/ amparo ley 16.986”, H.270.XLII, 

24/02/2009.
 (6) CSJN, 27/12/1957, “Siri, Ángel”, 239:459 - JA 1958-II-478 60000002.
 (7) CSJN, “Samuel Kot S.R.L.” - 05/09/1958 - La Ley 92, 626, AR/JUR/2/1958.
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grupo, tal como el mismo cuerpo jurisdiccional dejó entrever en “Mendoza” (8), 
“que más allá de lo expresado, cabe señalar con respecto a dicha pretensión que, 
si bien, eventualmente, podrían ser calificados como intereses individuales ho-
mogéneos, en razón de que podría haber un solo hecho ilícito que cause lesiones 
diferenciadas a los sujetos peticionantes, ello no surge de la demanda, en la medi-
da en que, por el contrario, menciona diferentes supuestos de causación” (consi-
derando 17, causa “Mendoza”).

Luego, la Corte argentina emitió dos acordadas (9) a efectos de reglamentar los 
procesos colectivos en general, cuestión que aparece más como el asalto a una 
prerrogativa exclusiva del Congreso Nacional y no como un mero ordenamiento 
de los tribunales inferiores en virtud de la incompatibilidad existente entre los có-
digos de rito vigentes y las reglas propias de las acciones colectivas.

El proceso ambiental —que no fue regulado en la acordada 12/2016, reservada 
para acciones de clase propiamente dichas— aparece entonces con determinadas 
características que lo presentan como una acción sui generis dentro de los proce-
sos o acciones colectivas en general: facultades especiales de los jueces, aplica-
ción de reglas propias de la materia y sentencias con ejecución monitoread, son 
algunas de las notas particulares que la Corte reitera en sus precedentes.

III. Los precedentes de la Corte argentina y las facultades del juez

Entre las sentencias más resonantes de la Corte, sobre las cuales se ha escrito 
por demás (en honor a la brevedad me remito a ello) se encuentra el citado lea-
ding case “Mendoza”. Dicho decisorio, que trató sobre un bien natural histórica-
mente degradado, fue el puntapié para elaborar una doctrina propia del proceso 
ambiental. Luego de hacer referencia al daño indirecto (aquel que es causado al 
ser humano cuando se degrada al ambiente, también denominado “de rebote”) 
el máximo tribunal argentino señaló la importancia que tiene la protección del 
ambiente y su sostenibilidad:

La tutela del ambiente importa el cumplimiento de los deberes que 
cada uno de los ciudadanos tienen respecto del cuidado de los ríos, 
de la diversidad de la flora y la fauna, de los suelos colindantes, de la 
atmósfera. Estos deberes son el correlato que esos mismos ciudadanos 
tienen a disfrutar de un ambiente sano, para sí y para las generaciones 
futuras, porque el daño que un individuo causa al bien colectivo se lo 

 (8) CSJN, “Mendoza Beatriz c. Estado Nacional y otros s/ daños y perjuicios”, M.1569.XL, 
20/06/2006.

 (9) Acordada 32/2014 (Registro de acciones colectivas) y 12/16 (Reglamento de actuación).
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está causando a sí mismo. La mejora o degradación del ambiente be-
neficia o perjudica a toda la población, porque es un bien que perte-
nece a la esfera social y transindividual, y de allí deriva la particular 
energía con que los jueces deben actuar para hacer efectivos estos 
mandatos constitucionales (10) (Considerando 18, “Mendoza”).

Los precedentes que siguieron a aquel, con algunas excepciones en criterio de 
quien suscribe, como ser el fallo “Ramírez” (11), en el cual el dictamen del procu-
rador —que la Corte hizo suyo— omitió tratar la cuestión ambiental involucrada, 
fueron en alguna medida una reproducción de carácter docente hacia los tribuna-
les inferiores, a efectos de que aquellos consideren las herramientas y facultades 
con las que cuentan ante un caso en el que se encuentra en juego la afectación al 
ambiente. Estas facultades no son meramente pretorianas, sino que se derivan de 
la aplicación armoniosa que hace la Corte del Artículo 41 de la Constitución Na-
cional y de la Ley general del ambiente Nº 25.675.

Entre otros, el fallo “Kersich” (12), que resulta en una comunión cuestiones 
ambientales y de consumo (trató sobre el consumo de agua contaminada con 
alto contenido de arsénico) y que aparece como una clara acción de clase, tiene 
importantes consideraciones sobre el carácter de director del juez cuando el am-
biente se ve afectado. En efecto, la Corte señaló en aquel decisorio:

Que los jueces de la causa no aplicaron las reglas del proceso colectivo 
previsto en el artículo 43 de la Constitución Nacional, cuyas caracte-
rísticas principales y modalidades fueron enunciadas por esta Corte 
Suprema en el caso “Halabi” (Fallos: 332:111) y mantenidas consis-
tentemente en los casos (…). Esta deficiencia se patentiza cuando el 
juez de primera instancia, pese a calificar al presente como amparo 
colectivo, recurrió a reglas procesales incompatibles con ese tipo de 
proceso, soslayando las consecuencias negativas que tal temperamen-
to ocasionaría en el normal trámite de la causa. Máxime cuando la pro-
vincia de Buenos Aires dispone de normativa específica (con base en 
el artículo 20 de la Constitución Provincial, en especial, ley 13.928, con 
modificaciones introducidas por ley 14.192) que aplicada armoniosa 
y sistemáticamente, y de acuerdo con los principios rectores de la Ley 
general del ambiente, hubiese impedido la violación palmaria del de-

 (10) El destacado me pertenece.
 (11) CSJN, R. 1398.XLI. “Ramírez Juan Carlos c/ Entidad Binacional Yacyretá s/ Daños y Perjui-

cios” (2007).
 (12) CSJN, “Kersich Juan Gabriel y otros c/ Aguas Bonaerenses S.A. y otros s/amparo”. Fallo 

42/2013 (49-K).
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recho de defensa en juicio de la agencia estatal demandada (conside-
rando 9, “Kersich”).

Con el mismo sentido, la corte se refirió a la importancia del ambiente y del 
agua en particular:

En el campo de los derechos de incidencia colectiva es fundamental 
la protección del agua para que la naturaleza mantenga su funciona-
miento como sistema y su capacidad de resiliencia. Por esta razón es 
que en muchos instrumentos internacionales se menciona la tutela del 
derecho al agua potable. En este sentido, la resolución A/RES/64/292, 
del 30/07/2010, de Naciones Unidas, declaró el derecho al agua po-
table y el saneamiento como derecho humano esencial para el pleno 
disfrute de la vida y de todos los derechos humanos. La “Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer” (1979), artículo 14, párr. 2 y el Protocolo Adicional a la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos, en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador” del 
17/11/1988, predican que toda persona tiene derecho a un medio am-
biente sano y a contar con los servicios básicos; la “Convención sobre 
los Derechos del Niño”, artículo 24, 2º párr. (1989), exige a los Estados 
Partes que luchen contra las enfermedades mediante el suministro de 
agua potable salubre. De otro lado, es de recordar que en el mes de sep-
tiembre de 2000 los dirigentes de todos los países se comprometieron 
en la Cumbre del Milenio de las Naciones Unidas a reducir a la mitad 
para el afta 2015 la proporción de personas que carecían de acceso al 
agua potable o que no podían costearla. Y que en la Cumbre Mundial 
sobre el Desarrollo Sostenible de 2002, celebrada en Johannesburgo, 
se acordó un objetivo similar para reducir a la mitad, también para el 
año 2015, las cifras de personas sin saneamiento básico (…) (conside-
rando 12, “Kersich”).

Sobre este punto la Corte volvería en el litigio histórico entre la provincia de La 
Pampa y la provincia de Mendoza por el Río Atuel (13):

El ambiente no es para la Constitución Nacional un objeto destinado 
al exclusivo servicio del hombre, apropiable en función de sus necesi-
dades y de la tecnología disponible, tal como aquello que responde a 
la voluntad de un sujeto que es su propietario.(…) En el sub examine 
el desentendimiento entre las provincias de La Pampa y Mendoza se 

 (13) CSJN, 243/2014 (50-L) ICS1, “La Pampa Provincia de c/ Mendoza Provincia de s/ uso de 
aguas”.
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ha mantenido durante décadas, siendo necesario encontrar una efi-
caz canalización’ racional de la disputa que evite escenarios de ahon-
damiento de las desavenencias; con mayor razón aun cuando en la 
causa se dirime una cuestión constitucional de la mayor relevan-
cia, como lo es la preservación del ambiente y su sustentabilidad 
intergeneracional (artículo 41 de la Constitución Nacional), en el que 
se halla comprometido el interés general (doctrina del artículo 32 de la 
ley 25.675) (14) (Considerando 8, “La Pampa c. Mendoza”).

En relación con las facultades, es interesante lo señalado en “Fundación Ciu-
dadanos Independientes” (15): “que de tal manera, el tribunal como custodio 
que es de las garantías constitucionales, y con fundamento en la Ley General del 
Ambiente, en cuanto establece que ‘el juez interviniente podrá disponer todas las 
medidas necesarias para ordenar, conducir o probar los hechos dañosos en el pro-
ceso, a fin de proteger efectivamente el interés general’ (artículo 32, ley 25.675)” 
(Considerando 5º, “Fundación Ciudadanos Independientes”).

Entre las decisiones más recientes de la Corte se encuentra “Majul” (16), en el 
cual se produjo —nuevamente— tensión entre desarrollos inmobiliarios y am-
biente (Muñoz, 2019) y allí se desarrollaron principios como el in dubio pro acqua 
o in dubio pro natura (que pueden también ser caracterizados como sub princi-
pios del precautorio) y que suponen que en caso de duda se debe estar en favor 
del ambiente y del agua, recurso vital para el ser humano. Desde el punto de vista 
de la Corte Argentina, el Tribunal Superior de Justicia de Entre Ríos, además de 
soslayar la correcta aplicación del principio precautorio (Ley general del ambien-
te 25.675, artículo 4º) omitió considerar el derecho a vivir en un ambiente sano, 
máxime cuando se encuentra en juego la protección de los humedales, en razón 
de los servicios ecosistémicos que prestan y que la propia constitución provincial 
protege.

IV. El caso España: un ejemplo comparado

En Europa existe un evidenciado rechazo a la acción de clase, o al menos a 
su trasplante en las condiciones que propone el sistema norteamericano. Parti-
cularmente existen diferencias sobre la legitimación, y el manejo de casos en los 
cuales de daños a nivel masivo (Kocher, 2011). Sin perjuicio de lo expuesto, en 

 (14) El destacado me pertenece.
 (15) CSJN, 121/2009, “Fundación Ciudadanos Independientes c/ San Juan y otros s/ acción am-

biental meramente declarativa”.
 (16) CSJN, 714/2016/RH1, “Majul, Julio Jesús c/ Municipalidad de Pueblo General Belgrano y 

otros s/ acción de amparo ambiental”.
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materias como derecho del consumidor y derecho ambiental la tendencia parece 
revertirse, siendo el diseño de procesos colectivos un importante desarrollo en la 
jurisprudencia comunitaria, así como en la de los miembros de la UE.

En España, como ejemplo del caso europeo puede señalarse que la legislación 
—y en una misma línea, la jurisprudencia— española y comunitaria no contem-
plan acciones de clase stricto sensu (es decir, aquellas acciones nacidas en Nor-
teamérica —sin perjuicio de su origen histórico—, a tenor de la Regla 23), sino 
que, de manera detallada y restrictiva, comprende legitimación colectiva para la 
tutela de determinados bienes jurídicos, particularmente en la esfera civil para 
casos de consumo (por intermedio de la Ley de enjuiciamiento civil (17)), y en la 
órbita administrativa, para aquellas afectaciones al medio ambiente (a través de 
una profusa normativa, encabezada a nivel local por la Ley de responsabilidad 
medioambiental (18)).

Es menester señalar que, cuando se trata de medio ambiente, la concepción 
difiere de aquella que prevé la legislación argentina, tanto en la interpretación 
pretoriana que se hace de la disposición constitucional (conf. artículo 41-43 CN), 
así como también en referencia a las disposiciones de la Ley general del ambiente 
Nº 25.675, que contempla una definición amplia sobre el ambiente como bien co-
lectivo (conf. artículo 2º, inc. a de la precitada ley).

En efecto, en la legislación y jurisprudencia española comparada, medio am-
biente involucra solo a los recursos naturales (Rodríguez Betancor, 2011) tal como 
lo define la ley de responsabilidad medioambiental 26/2007.

Por otra parte, en cuestiones medioambientales (así como referidas a urbanis-
mo, que trataría en parte también casos de afección al ambiente no-natural) el 
fuero es eminentemente administrativo (Pardo, 2008), con recursos frente a actos, 
omisiones y/o actuación de la administración en la órbita jurisdiccional del con-
tencioso-administrativo (conf. Ley de responsabilidad medioambiental 26/2007), 
pero si se trata del daño indirecto provocado por la afectación al medio ambiente, 
dicha reclamación procederá por la vía ordinaria civil, donde se reclamarán los 
daños que tengan lugar por derecho. También existen acciones directas que pue-
den interponerse en el fuero contencioso-administrativo (por ejemplo, la denun-
cia de un delito ambiental; cuando hay afectaciones a la salud, etc.), sin necesidad 
de una actuación administrativa previa.

Efectuada dicha aclaración y retomando la línea referida a procesos colectivos 
en general, debe señalarse que los mismos no cuentan con un andamiaje único 

 (17) Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. BOE-A-2000-323.
 (18) Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental. BOE-A-2007-18475.
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(consumo, ambiente, discriminación, etc.), sino que dependerá de cada materia 
para evaluar la ley aplicable y la legitimación colectiva.

En este sentido, no cuentan con un dispositivo comunitario, constitucional o 
bien legislativo en general, que trate sobre derechos de incidencia colectiva, sin 
perjuicio de las acciones populares que reconocen de manera aislada algunas le-
yes. Asimismo, la interpretación de determinadas normas obrantes en la Cons-
titución de España no cuenta con una operatividad efectiva, sino que dependen 
de actos legislativos reglamentarios. En dicha línea, el artículo  45 CE (19), que 
dispone el derecho de disfrute al medio ambiente “adecuado para el desarrollo 
de la persona”, así como también “la obligación de preservarlo”, es interpretado 
doctrinal y jurisprudencialmente excluidos del amparo constitucional y se señala 
por tanto, que dicho precepto se encuadra como “principio Rector de la política 
social y económica” y que de acuerdo con el artículo 53 CE, “solo podrán ser ale-
gados ante la jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que 
los desarrollen” (Lozano Cutanda, 2010). La Jurisprudencia ha tenido una visión 
similar sobre el punto (20).

No obstante, que la constitución configure el medio ambiente como bien co-
lectivo informador del ordenamiento no significa que su proclamación en el texto 
constitucional carezca de operatividad normativa. Es decir, también se ha señala-
do que no se trata de una “mera invitación” (21).

En cuanto a las competencias (Lasagabaster Herrarte et al., 2014) es interesante 
también señalar el reparto de estas entre los diferentes entes públicos involucra-
dos, en particular en relación con el ambiente, legislación que debe trasponerse 
desde la Unión Europea (reglamentos, directivas y decisiones), así como la Com-
petencia Exclusiva del Estado (ordenamiento estatal: artículo 149 1 23 de la CE) 
para dictar legislación básica sobre protección del medio ambiente. Al respecto, 
las Comunidades Autónomas solo pueden dictar normas adicionales o comple-
mentarias de protección, respetando el piso o base determinado por la legislación 
estatal. Así también lo ha entendido el Superior Tribunal (22).

 (19) Constitución Española. BOE-A-1978-31229.
 (20) “No todos los preceptos constitucionales, sino exclusivamente aquellos a los que expresa-

mente se refiere el artículo 53.2 de la Constitución, contienen principios o derechos susceptibles de 
protección a través del recurso de amparo”. Tribunal Constitucional. Sentencia 4/1989 de 18 de enero 
y, en el mismo sentido, Sentencia 161/1987 de 27 de octubre.

 (21) “No hay en la Constitución normas meramente programáticas, sino que todos sus preceptos 
encierran un mandato preciso que vincula en sus propios términos a todos los poderes constitucio-
nales”. Tribunal Constitucional Español. Sentencia del 2/2/1981.

 (22) Entre otras, sentencia del Tribunal Constitucional STC 166/2002.
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En materia de procesos colectivos resulta menester señalar aspectos íntima-
mente vinculados, como ser: a) el acceso a la justicia o jurisdicción y b) la legiti-
mación. Este tema ha sido largamente tratado en el ámbito de la Unión Europea 
(v.gr. Comunicación 2017/C 275/01 de la Comisión relativa al acceso a la justicia 
en materia medioambiental), a fin de armonizar distintas legislaciones y culturas 
jurídicas de los Estados parte. Se han emitido importantes Reglamentos y Directi-
vas UE, como también en su rol interpretativo (conf. Tratado de Funcionamiento 
de la UE), el Tribunal de Justicia de la Unión Europea dictó sentencias donde pre-
cisa los requisitos de acceso a la justicia.

Con relación a bienes colectivos, el ambiente es por excelencia uno de los mejo-
res ejemplos expositivos. En este aspecto, el acceso a la justicia resulta fundamen-
tal para poder hacer valer las disposiciones protectorias de dichos bienes, que, por 
ser de carácter público, en muchas ocasiones no encuentran debido resguardo, ya 
sea por interés, por falta de potestades (legitimación), o por los costos que implica 
el litigio ambiental, particularmente en lo relacionado a los aspectos probatorios.

Por ello, se ha hecho hincapié reiteradamente en el acceso público a la infor-
mación, a la participación y al debido acceso a la jurisdicción (Razquin Lizarraga 
y Ruiz de Apodaca, 2007). En efecto, el Tratado de Aarhus (aprobado mediante 
decisión del Consejo 2005/370/CE) ha sido un importante apuntalamiento de di-
chos pilares, que los Estados parte debieron trasponer en sus ordenamientos (23). 
España hizo lo propio a través de la ley  27/2006 (24). Dicha disposición contie-
ne mecanismos para la participación ciudadana, el acceso a la información por 
parte del público —incluyendo un andamiaje procesal a tales efectos—, así como 
también una referencia (aunque escueta) al acceso a la justicia en cuestiones 
medioambientales.

En relación con la legitimación, puede concluirse que, si bien existen meca-
nismos asemejables a la acción de clase, en rigor de verdad la legitimación frente 
a pretensiones colectivas resulta acotada a asociaciones u ONG que cumplen los 
requisitos de ley, pero no ha individuos que componen una clase o grupo.

 (23) Argentina suscribió el similar acuerdo de “Escazú” elaborado para América Latina y el Cari-
be. Ver Ruiz de Apodaca y Muñoz, 2019.

 (24) Ley 27/2006 de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de 
participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente (incorpora las Directi-
vas 2003/4/CE y 2003/35/CE). BOE-A-2006-13010.
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V. Conclusión

A modo de corolario puede señalarse que el proceso ambiental argentino es 
—a ojos del máximo tribunal nacional— un caso sui generis, que ostenta sus pro-
pias reglas y principios y donde las decisiones del juez son flexibles y no se en-
cuentran estrictamente atadas a reglas pétreas.

Estas reglas que orientan al proceso ambiental como tal, diferenciado de la ac-
ción de clase norteamericana, la cual es reservada para atender a los llamados 
“intereses individuales homogéneos” en los que una causa fáctica común afecta a 
un grupo o clase, tiene origen en la interpretación pretoriana de la ley general del 
ambiente, norma que reglamenta el artículo 41 de la Constitución Nacional y que 
resulta directriz para las restantes normas de presupuestos mínimos.

Esa interpretación de la Corte da lugar en el caso ambiental a que el juez pueda 
hacer uso de reglas de mayor latitud a efectos de proteger el ambiente: las cues-
tiones ambientales no admiten restricciones en el acceso a la jurisdicción y su tra-
tamiento y el juez ambiental aparece como un verdadero director del proceso, en 
el cual puede ordenar toda medida que considere necesaria para probar el daño 
ambiental a efectos de preservar a este bien jurídico.

En otros sistemas comparados, como por ejemplo el caso español, donde in-
fluye por supuesto el panorama europeo general en cuanto a procesos colectivos, 
la visión del ambiente resulta aún acotada. En efecto, a diferencia de nuestro sis-
tema, el concepto de medio ambiente es particularmente restringido a recursos 
naturales, ocupándose el urbanismo de otras cuestiones relacionadas al entorno. 
Esta cuestión tiene efectos en cuanto a la jurisdicción aplicable y a la legitimación, 
solo reservada ante el daño ambiental para organizaciones no gubernamentales 
(v.gr. asociaciones debidamente conformadas) pero no para el resto de los ciu-
dadanos. De aquí puede derivarse que, de los tres pilares del derecho ambiental 
comunitario de acuerdo con el Convenio de Aarhus, el acceso a la justicia sea el 
que menor avance evidenció.

En virtud de lo señalado —y a modo de corolario— puede decirse que el pro-
ceso ambiental argentino reviste ciertas características que lo hacen único en su 
género, contrastando la virtud de reconocer en el juez ambiental amplias facul-
tades para la protección del bien ambiental así como la amplia legitimación para 
la ciudadanía, con cierta incertidumbre subsistente para los justiciables, en tanto 
existe aún —en razón de su aún joven desarrollo— necesidad de formación de 
magistrados inferiores respecto a la materia ambiental. En este sentido, he omiti-
do tratar, en honor a la brevedad, aspectos relacionados a la necesidad —o no— 
de especializar los fueros como ocurre en algunos supuestos locales y regionales.
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